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Panel 04. Mesa de Diálogos de Paz con el Estado Mayor de los 
Bloques y Frente (EMBF). 

 
 

 
Fecha: miércoles 9 de abril de 2025 
 
Intervienen: Camilo González Posso – Coordinador Delegación de Paz del Gobierno  
Pablo Casanova –Consejería Comisionada de Paz 
 
Modera: Carlos Arturo Velandia. Director del Observatorio de Conflicto Armado y Paz, 
Grupo de Investigación Seguridad y Defensa, Universidad Nacional de Colombia.  
 
Relatoría elaborada por: Corporación Construyendo Democracia y Desarrollo Social 
– CODESO 
 
Introducción del moderador  
 
Muy buenas noches para todas y todos los presentes en este panel número 4 de 
nuestro curso La paz Total: avances, logros y perspectivas. Ya nos adentraremos en 
este curso que desarrollamos la Universidad Nacional de Colombia y la Consejería 
Comisionada de Paz de la Presidencia de la República, quienes presentan su saludo a 
todas y todos ustedes. 
 
Hoy tendremos el panel número 4 sobre la mesa de diálogos de paz con la 
Organización Insurgente Estado Mayor de los Bloques y Frente para lo cual contamos 
con la presencia y participación del delegado presidencial y coordinador de la 
delegación del gobierno señor Camilo González Posso, así como también de la señora 
Gloria Quiceno integrante de la delegación gubernamental en la mesa y también 
representante del gobierno nacional en el Pacto Social para la Transformación 
Territorial del Catatumbo a quienes saludamos y damos la bienvenida. Estará con 
nosotros el señor Pablo Casanova Castañeda asesor de la Oficina del Consejero 
Comisionado de Paz quien hará las presentaciones de los expositores y a quien 
igualmente saludo. Señor Pablo Casanova lo invito a tomar la palabra. 
 
Pablo Casanova 
 
Muchas gracias Carlos, buenas noches a todos los y las participantes de este diálogo, 
mi nombre es Pablo Casanova Castañeda, trabajo en la Oficina del Consejero 
Comisionado de Paz en el grupo de articulación territorial. El día de hoy quiero 
presentarles y tenemos el gusto de hacerlo, al señor Camilo González Posso, 
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coordinador de la delegación del gobierno nacional para los diálogos de paz con el 
Estado Mayor de Bloques y Frente.  
 
Camilo González Posso 
 
Bueno muchas gracias y comienzo por expresar mi gratitud con los organizadores de 
esta aula, esta cátedra sobre la paz total y mi condición de coordinador de la 
delegación del gobierno en la mesa de diálogos con el Estado Mayor del Bloque 
Briceño, del bloque Gentil Duarte y del Frente Raúl Reyes, me obliga a referirme de 
manera particular al proceso que estamos desarrollando en la mesa con estos  
bloques y frente. 
 
En mi  presentación me orientaré a lo que son los elementos centrales del trabajo que 
venimos haciendo, tomando como puntos de referencia los mandatos que hemos 
recibido de parte del gobierno en este periodo y mirando la situación actual. Para esto 
tenemos una definición de lo que es la misión de la delegación y de la mesa que nos 
fue dada mediante Resolución en julio del 2023 y que tiene orientaciones muy precisas 
que se han ido complementando pero que ahí resumen lo que son los objetivos que 
nos proponemos, esto con una consideración inicial de todas maneras, es que el 
fundamento de estas conversaciones está dado en la Constitución, la Paz Total se 
fundamenta en el artículo 22 de la Constitución que establece que la paz es un 
derecho y un deber de obligatorio cumplimiento, pero también en algunas normas 
como la Ley de Paz 2272 del 2022 que promovió este gobierno para actualizar 
facultades que el Congreso de la República ha dado desde el año 1998 a los 
presidentes de la República para desarrollar conversaciones hacia la paz y otro tipo de 
conversaciones. Basados en esa Ley de Paz, el Presidente de la República nombró 
diferentes delegaciones a conversaciones y una de ellas, la nuestra, en la que 
participamos con Gloria Quiceno aquí presente a quien expreso pues mi saludo 
cordial. 
 
En esa Resolución nos dan un mandato muy preciso porque nos dicen que debemos 
buscar tramitar resoluciones para el conflicto armado interno, además que el 
fundamento de las conversaciones tiene que ser el derecho internacional humanitario 
y por supuesto respeto a los derechos humanos. Son conversaciones en medio de un 
cese al fuego, esta es otra característica particular de este mandato y que lo que 
debemos buscar son pactos, Acuerdos de Paz que van a facilitar el desarme y la 
desmovilización del autodenominado Estado Mayor Central de las FARC, esa 
denominación que da el gobierno creo que vale la pena aclararla, porque desde la 
Resolución de julio del 2023 a la fecha han cambiado las situaciones. 
 
Desde el año 2022 al inicio del gobierno, comenzaron las exploraciones con grupos 
post FARC ubicándose por un lado la segunda Marquetalia encabezada por Iván 
Márquez quien se apartó de los acuerdos una vez firmados, incluso habiendo sido 
Márquez uno de los principales voceros de la mesa de La Habana. Ellos configuraron 
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una primera agrupación y al lado de eso se formaron una serie de frentes de grupos 
entre el año 2017 y el año 2022 cuando comienza este gobierno, esos grupos tienen 
diferentes orígenes, diferentes configuraciones, algunos son encabezados por 
firmantes de los acuerdos que reinciden y vuelven a la lucha armada y otros están 
dirigidos como el caso de Iván Lozada personas que no firmaron los acuerdos de La 
Habana y continuaron en sus procesos de lucha armada por el poder o por sus 
poderes. 
 
Esas agrupaciones post FARC, sin mencionar a la Segunda Marquetalia, establecieron 
una coordinación que fue denominada Estado Mayor Central de las FARC -EP, esa fue 
la denominación con la cual fue conocida, fue una autodenominación según algunas 
normas pero en realidad ellos tampoco se reconocieron con ello porque siempre han 
dicho que son la continuidad de las FARC y se plantearon como objetivo recuperar toda 
la huella de las FARC y hacer una especie de refundación, ese fue su objetivo con el 
Estado Mayor Central. Sin embargo, ese proceso tuvo diferentes momentos, se intentó 
un cese al fuego que fracasó a los 3 meses en el año 2023 y el presidente entonces 
intentó funcionar con una mesa en octubre del año 2023, pero ese Estado Mayor 
Central así configurado no era una organización centralizada, no tenía un mando 
unificado a pesar de que designaron como un vocero común a Iván Lozada 
denominado también Mordisco, pero no tenían unidad de mando ni tampoco una 
sustentación ideológica común pero además de los reincidentes que habían 
participado en las FARC antes de la firma de acuerdo pues era un pequeño núcleo. 
 
Se ha estimado que no más del 10% de los reagrupados en todo este periodo proceden 
de esa reincidencia es decir que firmaron los acuerdos y luego reincidieron, que es 
diferente de los disidentes del acuerdo de La Habana, de todas maneras el 90% se trata 
de milicianos y de personas jóvenes de nuevo reclutamiento. Hay muchas razones para 
explicar por qué se da esta recomposición de frentes y grupos que se han ido 
aglomerando por diferentes razones, una de ellas tiene que ver con que los acuerdos 
del 2016 no le dieron una respuesta suficiente ni a la territorialidad de las áreas de 
conflicto ni tampoco a las comunidades de esas áreas, ni a los milicianos ni 
organizaciones afines que estaban en la órbita ideológica de las FARC. 
 
Eso explica el por qué se da un agrupamiento pues es un periodo relativamente largo, 
entre noviembre del 2016 y la fecha han transcurrido más tiempo que lo que duró la 
Segunda Guerra Mundial. Por eso la no presencia del Estado, las fallas de 
implementación del acuerdo de paz, la persistencia de economías ilícitas, el 
reemplazo que se dio rápidamente de la apropiación de rentas de narcotráfico, de 
minería, de todo eso que fue dejado por las FARC al momento de incorporarse en la 
vida civil, todo eso fue factor que influyó en la recomposición de estos gerentes y luego 
su reconfiguración. Entonces con ese Estado Mayor Central que allí está en ese mapa 
pintado donde tenía presencia las sombras azules en lo que es Cauca, parte de Nariño, 
Arauca, Guaviare y Vichada corresponden a lo que se ha alineado después  con los del 
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Frente suroccidental y con Iván Lozada y los morados y naranja los que están en la 
mesa actualmente con nosotros. 
 
Ver mapa minuto 17:08 de la grabación 
 
Pero en marzo del año 2024 a los pocos meses de haberse reanudado la actividad de 
la mesa se fracturó el Estado Mayor Central porque no tenían acuerdos fundamentales, 
un sector de los que están en la mesa que continuaron suscribieron por ejemplo, de 
manera plena acuerdos y protocolos relacionados con transformación de economías 
ilícitas con la importancia de la presencia institucional para que se transformen esos 
territorios y también incluso la concurrencia de la seguridad del Estado 
particularmente con acciones de la policía y protección perimetral de la de las fuerzas 
militares. También se acordó que en el proceso de diálogo social y de construcción 
territorial no habría presencia de armas ni de uniformes, ni en los centros poblados ni 
en las vías principales ni secundarias terrestres y fluviales. Eso fue suscrito 
particularmente en el ciclo que se desarrolló en San José Guaviare en el mes de marzo, 
allí se suscribió eso pero los del Cauca no aceptaron dijeron "Nosotros no firmamos”, 
no estaban de acuerdo con esas disposiciones aparte de que se venía presentando una 
situación de fractura de cese al fuego de manera muy reiterada, con un criterio de 
presunta legitimidad, de asesinato de civiles, indígenas, autoridades, por el hecho de 
considerarlos adversarios o enemigos. Eso llevó a que el presidente clausurara el cese 
al fuego en Valle, Cauca y Nariño. Luego Iván Lozada y el frente de Arauca se 
solidarizaron con el Cauca y así la mesa quedó solamente conformada por los bloques 
que tienen presencia en la zona de la Amazonía, en Catatumbo, el Bajo Cauca 
antioqueño y en el sur de Bolívar en ese corredor que va del nudo de Paramillo a la 
serranía de San Lucas. Entonces eso son de los 2300 efectivos que estaban 
representados en la mesa pues el 40% permaneció en la mesa y los otros se han 
retirado. 
 
El presente cese al fuego que se vence el 15 de abril fue prorrogado por el gobierno en 
un decreto de octubre del año pasado. Este decreto nos indica los seis ejes que 
complementan el mandato: 1. Énfasis en la protección de la población civil; 2. 
Profundización de las transformaciones territoriales y de economías ilícitas; 3. 
Protección ambiental; 4.  Participación de la sociedad; y 5. el avance en los puntos de 
agenda de construcción de un acuerdo de paz y de transición progresiva de los 
armados a la vida civil.  Este es un esquema, no es el único, este modelo con cese al 
fuego, con acuerdos parciales, con esta agenda que está aquí planteada y que de 
acuerdo a las circunstancias en la estrategia de conversaciones de paz dentro de la 
lógica de la Paz Total hay otros esquemas. No en todas los procesos hay mesas, el 
único que tiene cese bilateral es este proceso. Del conjunto de las fuerzas que están 
en alguna conversación ya sea política o socio jurídica, ya sea para un proceso de 
solución negociada o ya sea para un sometimiento. En ese conjunto se estima de 
acuerdo a datos de las Fuerzas Armadas que de 21.000 efectivos, quiere decir que 
alrededor del 15% está en cese bilateral o en cese unilateral. El 85% restante no tiene 
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cese el fuego; esto ha sido muy inestable, algunas situaciones que se dieron con el 
ELN, la situación con el clan del Golfo pero eso es parte de este modelo, conversar en 
medio del cese al fuego, hacer acuerdos parciales de aplicación inmediata y acuerdos 
de más larga perspectiva, conversar en Colombia de manera itinerante como asunto 
privilegiado para la participación directa en relación permanente con la mesa, es parte 
de un esquema particular pero dentro de ese esquema tiene un peso fundamental lo 
que hemos denominado las transformaciones territoriales de economías ilegales que 
es uno de los puntos sobre los cuales el presidente ha insistido. 
 
Este tema de las transformaciones territoriales es capital, es común a todas las 
conversaciones, tiene que ver con la realidad actual del conflicto, en Colombia hubo 
un conflicto armado generalizado durante varias décadas y hasta principios de este 
siglo a los acuerdos del 2016 pero lo que ha seguido son conflictos fraccionados, 
territorializados, no de carácter nacional, no con organizaciones de carácter nacional; 
incluso con organizaciones en dinámicas de aglomeración y fracturación se han dado 
los dos procesos: una fase de muchas astillas que se aglomeran y luego una fase de 
fracturas y de pugnas entre grupos irregulares por el control territorial de rentas y 
poderes locales. 
 
Entonces correspondiendo con esa característica del conflicto y con la diversidad de 
caracterizaciones de los grupos armados, en este caso el Estado Mayor de los Bloques, 
el énfasis está en la territorialidad, en la paz territorial, en las transformaciones. Esto 
significa, que el hilo rector de toda la estrategia es la relación con las comunidades, es 
buscar el bienestar de las comunidades durante el proceso de conversaciones y no 
esperar a 7 años de conversaciones a que se haga el acuerdo, se solucione el problema 
de las armas y comienza la implementación. Este es uno de los problemas que se han 
presentado en la implementación del acuerdo del Colón pero que además no se 
corresponde con la realidad fraccionada y territorializada actual. 
 
Es buscar desde ahora el beneficio para las comunidades, mostrar que es posible una 
transformación con una institucionalidad democrática, que son posibles líneas de 
bienestar y que eso es preferible a las dinámicas de confrontaciones armadas y de 
nuevas guerras. Entonces las acciones demostrativas en las mesas son 
fundamentales.  
 
La transformación territorial de macro regiones le corresponde al Estado con todos sus 
instrumentos, al Plan de Desarrollo, a las entidades.  Las mesas buscan acciones que 
permitan articular la relación con las comunidades en los sectores más afectados o 
más relacionados con esa conflictividad armada, relacionarlo con presencia 
institucional y con actividades con el actor armado no solamente para buscar un 
acuerdo futuro sino acuerdos inmediatos de aplicación. Entonces se articulan las 
acciones demostrativas con la intervención del Estado en el conjunto del territorio, el 
objetivo no es meter las transformaciones de los territorios en las mesas, es meter la 
mesa en las transformaciones en los territorios. Por eso, es la alianza con las 
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comunidades y productores en planes de vida y desarrollo sostenible el elemento 
rector en la búsqueda de estas transformaciones y allí por supuesto se busca el 
reconocimiento de derechos de los campesinos, de los pueblos indígenas, los 
instrumentos de las reformas democráticas, de la reforma agraria, de las iniciativas del 
sistema nacional ambiental son elementos supremamente importantes en estas 
transformaciones. 
 
Se ha dicho que hacer actividades en los territorios con presencia y desde una mesa 
con un actor armado es legitimar y empoderar al actor armado, vuelven al esquema de 
que no debe llegar la institucionalidad al territorio sino después de un acuerdo de paz 
y después de haber superado el problema de la conflictividad armada. Esto lo que hace 
es postergar la intervención institucional en el territorio pues se ha demostrado que lo 
que hace es relegar a las poblaciones. 
 
¿Cuál es la ventaja de hacerlo también desde las mesas donde está el actor armado 
con el cual se busca transitar a la paz? Que se muestra la posibilidad de que en esa 
territorialidad transformada se pueda incluir los propios integrantes del grupo armado 
en actividades legales y de transición a la legalidad. Es decir, es ofrecer un esquema 
distinto al de derrotarlos militarmente, liquidarlos, sacarlos del territorio, aislarlos, 
luego estigmatizarlos y tenerlos durante 20 años en tribunales. Eso ni es bueno para 
para una perspectiva de paz, ni es una alternativa creíble después de la experiencia 
que hemos tenido de los 460 muertos de los reincorporados y de todas las falencias en 
la implementación. Es una alternativa mucho mejor el pensar en cómo se hacen 
acuerdos parciales progresivos, transitorios que van de la mano con lo que es 
fundamental, que es acercar la institucionalidad a las comunidades y al revés son 
procesos que son reversibles, es decir una iniciativa en el territorio puede  
desestabilizarse con dinámicas de confrontación armada entre grupos o sin una 
vigencia de un cese al fuego. 
 
Hemos establecido cuatro zonas prioritarias de intervención de la mesa en las 
transformaciones: en el Yari - Caquetá, en el sur del Meta y San José Guaviare, en 
Antioquia en el corredor del nudo de Paramillo y la Serranía de San Lucas,  y en Tibú – 
Catatumbo. Entre las bondades de estas transformaciones por ejemplo en lo que tiene 
que ver con la Amazonía (polígono que está entre el río Caguán y el río Losada y el 
Guayabero) área de intervención prioritaria, se han tomado con los campesinos 
iniciativas de diálogo con un componente ambiental supremamente importante dado 
que están al borde del Chiribiquete, de los parques Macarena, Tinigua,  Pikachus y 
otros parques, y con una realidad de colonizaciones campesinas, colonizaciones 
porque esto viene desde antes de los años 50. Allí se está haciendo una experiencia de 
paz territorial, de evaluación de los problemas de tierra, de buscar el reconocimiento 
a los desplazados que hacen reclamaciones territoriales, a los derechos de los 
pueblos indígenas, se están tomando iniciativas en todo ese corredor para zonas de 
reserva campesina que son una figura muy importante de la Ley 160 de 1994 y que son 
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figuras que articulan planes de manejo ambiental, planes de desarrollo sostenible, es 
una experiencia muy grande que hemos ido ampliando. 
 
El cordón de zonas de reserva campesina que se ha ampliado en este territorio ya 
equivale a más o menos 1.320.000 hectáreas, 350 veredas, una participación de los 
principales núcleos de organización campesina en ese territorio, eso se llama 
territorialización de la paz, en la medida en que se fortalece la relación directa entre 
las asociaciones campesinas y la institucionalidad.  
 
En estos territorios estamos en el centro del problema ambiental de Colombia, una 
cosa muy sencilla que no podemos desconocer es la precaria gobernabilidad que ha 
tenido el Estado colombiano frente a los asuntos ambientales en la Amazonía y sobre 
todo en el arco amazónico. Estamos viendo como en medio de unas situaciones 
conflictivas de transición, de negociación, se buscan modificaciones que le den 
respuesta a problemas estratégicos. 
 
Son retos muy grandes los que tenemos en la transformación territorial, las 
advertencias de que esto no puede ser un aprovechamiento para fortalecimiento del 
grupo armado y que entonces la intención de invertir por ejemplo, en salud, en 
escuelas, en agua potable, en programas de tierras y de territorio en zonas de reserva, 
que eso entonces en lugar de beneficiar al campesino va a beneficiar al grupo armado. 
El riesgo que estamos asumiendo es el de empoderar al campesinado, al movimiento 
indígena, a los productores en el territorio, empoderarlos en su autonomía, 
empoderarlos en que entiendan que la relación hacia la paz con la institucionalidad es 
el camino más conveniente para ellos y para la sociedad. 
 
Entre los retos más importantes para la transformación territorial, encontramos: 

- La Mesa de Dialogo de Paz contribuye, pero las transformaciones dependen de 
la relación entre la institucionalidad y las comunidades y organizaciones en el 
territorio. 

- Se requiere que de manera simultánea y autónoma el Estado promueva los 
planes de desarrollo territoriales.  

- Inestabilidad y crisis de las acciones transformadoras por situaciones de 
disputa territorial entre grupos armados ilegales. 

- El paso de la construcción participativa a la ejecución en zonas de alta 
presencia y control del actor armado depende del empoderamiento 
independiente de las organizaciones socioeconómicas y de la auténtica 
decisión del grupo armado de dar pasos de transición de la vida civil. 

- Superar la indefinición del grupo armado sobre el paso a un Acuerdo Marco y 
ruta hacia la paz e integración a la vida civil.  

 
En relación con economías ilegales es importante mencionar: 
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- Los proyectos de recuperación forestal, titulación, desarrollo rural y los planes 
de desarrollo territorial de las Zonas de Reserva Campesina ofrecen 
alternativas a la economía de la coca para la cocaína. 

- Se ha agendado la propuesta coca en cero en parques. 
- Declaraciones de empresas en eventos de la mesa: proscripción de las 

economías relacionadas con el narcotráfico y mafias internacionales. 
- En construcción proyectos en Catatumbo (depende de estabilización) Sur del 

Caquetá. 
- Acuerdos sobre necesidad de reconversión ganadera y proyecto piloto. 

 
Frente a la protección a la población civil: 

- Se han logrado 15 acuerdos, 4 declaraciones o comunicados vinculantes y 9 
protocolos. 

- 28 medidas de protección consignadas en acuerdos y protocolos. 
- Mecanismo de Veeduría, Monitoreo y Verificación (MVMV) con presencial 

internacional y nacional. 
- DIH y DDHH en defensa de la vida. 
- Temas críticos: extorsión/exacción; reclutamiento; sometimiento de 

comunidades (cuotas, guardias, circulación, vigilancia)  
- Enfrentamientos entre grupos con disidencias Cauca, Guaviare, Arauca; 

Segunda Marquetalia Comando de Frontera; Clan del Golfo. 
 
Este es un cese al fuego particular, es para proteger la población civil, no es 
simplemente para que no se combatan entre los militares de la fuerza pública y los 
grupos armados irregulares. Eso ha disminuido notablemente y se han salvado vidas, 
se presentan casos por supuesto pero no son la dinámica dominante. Nos importa que 
no mueran soldados ni policías y no mueran guerrilleros o integrantes de estos grupos. 
Eso nos importa pero está orientado con el eje de proteger a la población civil y allí se 
tienen resultados. 
 
Por ejemplo, el número de homicidios se ha estabilizado durante este gobierno, lo 
mismo podemos hablar de la tasa de homicidio de líderes sociales.  Si se mira por años 
ha habido una disminución.  En líderes sociales como responsabilidad del actor 
armado de los bloques que están en la mesa no hay registro de líderes asesinados, no 
hay registro tampoco de incluso de secuestros. En un caso que se presentó intervino 
el mecanismo y el señor en 24 horas fue retornado a la libertad. 
 
El tema de la extorsión es un tema que es muy importante de mencionar. Una cosa es 
la extorsión y otra es la exacción; extorsión es cuando a una persona le someten a una 
acción de fuerza para conseguir unos recursos. La exacción es una situación de grupos 
armados que para sus finanzas cobran unas cuotas e imponen los impuestos. Lo que 
se ve en todas las los las gráficas es que la extorsión en Colombia es urbana. Más del 
80% de las de la extorsión en Colombia se hace en las capitales. En el Meta la mayor 
proporción se hace en Villavicencio, en Caquetá se hace en Florencia, así 
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sucesivamente.  No quiere decir que no preocupe, es un tema muy grave que está 
afectando las comunidades pero que se está volviendo un boomerang contra el grupo 
armado. La gente está muy descontenta; esa idea de que nosotros somos gobierno y 
vamos a reemplazar al Estado que no cumple y nosotros sí, es un elemento terrible 
contra las comunidades y un boomerang contra el grupo armado. Pero además el 
hecho de que se den confrontaciones con otros grupos los lleva a fortalecer las 
finanzas para tener armas y fortalecer reclutamiento. Este es uno de los conflictos 
graves que tenemos, y es que para iniciar conversaciones con grupos armados 
irregulares ponerles como condición que se disuelvan y no tengan finanzas pues es un 
absurdo. Entonces, la ley va a perseguir de manera permanente cualquier delito 
particularmente la extorsión pero eso no está como condición del cese al fuego, 
precisamente porque no podemos colocar condiciones de contradicción. Se trata de 
un juego de presiones políticas, de presiones sociales, de exigencias y de buscar 
contener un tipo de imposiciones frente a las comunidades.  
 
Entonces, por eso tenemos un capítulo supremamente importante que son los 
problemas de protección a la población civil en medio de ese cese al fuego. En el que 
se considera: 

- El cese y sus protocolos han ofrecido un ambiente favorable a la participación 
de las bases sociales y a la construcción de iniciativas de bienestar y 
ecodesarrollo. 

- Se han disminuido las formas más letales y agresivas de violencia en los 
territorios. 

- Sin cese al fuego se fractura la relación con las comunidades y la expectativa de 
mejor vivir con presencia institucional. 

- El MVMV y sus instancias han mostrado capacidad para prevenir eventos 
violentos.  

- Los temas que no están enunciados expresamente en los protocolos de actos 
prohibidos, deben ser abordados por las autoridades siguiendo sus 
obligaciones legales y constitucionales. 

- Está claramente establecido que es obligación de las autoridades y de la fuerza 
pública actuar de manera permanente contra las economías ilegales, los 
delitos ambientales y toda infracción tipificada en el Código Penal.  

 
Frente a los avances en participación hemos realizado entre octubre de 2024 y marzo 
de 2025 eventos de construcción de planes territoriales con más de 6.000 líderes en 
las 4 zonas (más de 20.000 entre abril 2024 y marzo 2025). Se ha logrado un dialogo 
abierto con los lideres de las asociaciones para definir acciones, a su vez se ha logrado 
la articulación interinstitucional con entidades del gobierno nacional, departamental, 
municipal y con entidades del ministerio público.  
 
Es importante mencionar el papel de acompañantes y garantes en todo este proceso 
como lo son los reinos de Noruega e Irlanda, la República Bolivariana de Venezuela, 
Suiza y la Unión Europea que contribuyen con su apoyo político. Además de la Misión 
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de Verificación de NNU, Misión de Apoyo a la Paz de la OEA, la Conferencia Episcopal 
de Colombia y el Consejo Mundial de Iglesias.  
 
Hemos avanzado en la construcción de la agenda del acuerdo de paz porque el 
concepto que manejamos se construye con tres componentes. Uno, acuerdos de 
aplicación inmediata que son acuerdos demostrativos; el gobierno tiene disponibilidad 
de recursos, la comunidad está dispuesta, se concurre en la mesa y tienen una 
traducción de corto plazo. Dos, son acuerdos de mediano y largo plazo que se inician 
desde ahora; los procesos se tienen que hacer y tenemos un plazo en los próximos 
meses, una cosa récord, en este periodo de 6 meses se busca dar un salto decisivo en 
la aprobación de los planes de desarrollo sostenible, entonces quiere decir que se 
comienzan a conformar ahora pero tienen una proyección de mediano plazo. Tres, el 
tercer tipo de acuerdos son los acuerdos de largo plazo o condicionados; tenemos 
varios temas que son parte de la construcción,  el tema de justicia, el tema de armas y 
en relación al tema de armas pues hay inquietudes importantes, dado que en la 
historia de Colombia se han implementado varios modelos, no solo el que se aplicó 
con las FARC.  
 
Un tema que se revisa con cuidado es el de la justicia, que tiene que tratarse de 
acuerdo a las características de cada grupo, a correlaciones de fuerzas, a 
circunstancias políticas, por eso no hay que hacer dogmatismos. Se trata de una 
solución política donde hay pretensiones de participación política pues se necesitan 
hacer adecuaciones de justicia transicional, lo mismo que los derechos de las víctimas 
aunque hay muchas vías para el reconocimiento del derechos de las víctimas pero eso 
es otro capítulo supremamente importante que se está desarrollando. 
 
Yo soy partidario de aplicar no ultimátum sino fórmulas de gradualidad, con eso 
podemos solucionar. Hay temas como el problema político, el tema político 
institucional para la transformación de los territorios, hay que ver que hay que 
completar incluso en el plano normativo y hasta en el plano legislativo. 
 
Entonces de eso se trata una ruta para la Paz , no quiere decir plantearnos 8, 10, 11 
días para resolverlo, cada circunstancia, cada grupo y cada territorio tiene su 
particularidad. 
 
Pablo Casanova 
 
Gracias Camilo, has puesto sobre la mesa los elementos centrales del método de 
construcción de paz que está desarrollando este gobierno nacional. Simplemente para 
hacer una síntesis de cara al público has manifestado que ese método se caracteriza 
por el diálogo en medio del cese al fuego, por la implementación inmediata de 
acuerdos parciales con el objetivo de transformar los territorios en la dirección del 
Estado social de derecho y el fortalecimiento del poder popular. Lo has manifestado tú 
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como un criterio de construcción de paz y de democratización del orden social en los 
territorios o de los distintos órdenes sociales en los territorios. 
 
Has señalado comparando territorios del mapa nacional que es posible demostrar que 
el diálogo con cese al fuego no ha disparado los hechos victimizantes o por lo menos 
no es responsable de un incremento y un fortalecimiento de los grupos;  es evidente 
que no es posible culpar al cese al fuego de una disparada de los hechos victimizantes.  
Finalmente, señalaste algunas dificultades que se tienen sobre esta política de paz y 
entre ellas mencionaste la que tiene que ver con la manera en la que hay que 
reaccionar ante las disputas entre grupos armados, que es una dificultad que 
particularmente en el Catatumbo ha sido evidente.   
 
Carlos Arturo Velandia 
 
Muy bien, muchas gracias Pablo, Gracias Camilo por esta intervención tan generosa 
en materia de información que muestra una complejidad tremenda de lo que vienen 
siendo estos procesos que marchan y se sostienen. 
 
Camilo una pregunta que se han hecho varias personas es ¿cómo verificar los 
compromisos sobre todo porque hay muchas razones para pactar, querer salir de la 
violencia, pero esto de firmar un acuerdo y materializarlo, llevarlo a la práctica y 
cumplirlo en los términos que se pacta requiere de compromisos reales? 
 
La otra pregunta es, en la implementación de los acuerdos y sobre todo en lo que tiene 
que ver con transformación territorial se han venido planteando proyectos, programas, 
maquetas, los cuales será posible hacerlo con una gran inyección económica que la 
manejan personas, en la mayoría, muy vinculadas con la institucionalidad, ¿no será 
que la corrupción se queda con estos recursos o qué podemos hacer para atajar a la 
corrupción en la transformación de los territorios? 
 
Una tercera pregunta, hoy en el día de las víctimas ¿cómo van a reparar y resarcir los 
daños los que están hoy en los diálogos? ¿Cómo reparar a las víctimas?  
 
Camilo González Posso 
 
Primero, ¿cómo vigilar los compromisos? Estos son compromisos que requieren 
cumplimiento por parte del gobierno, presencia activa y con su propio aporte, desde 
las comunidades, las organizaciones y sectores en los territorios y cumplimiento por 
parte del grupo armado. La verdad es que este gobierno viene con una carga que es la 
historia de incumplimiento de todos los gobiernos y ese es uno de los retos, mostrar 
que sí se puede cumplir. Una de las cuestiones que estamos buscando es que los 
acuerdos que se van haciendo son acuerdos que tienen sustentación presupuestal, 
por eso una particularidad del proceso que estamos haciendo es que siempre está la 
institucionalidad y las comunidades. Esto no es una conversación simplemente entre 
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el gobierno y un actor armado, entonces eso ya es un elemento nuevo que muestra que 
hay una vigilancia, están en las reuniones de participación y en la firma de 
compromisos con las entidades. Voy a poner un ejemplo, acordamos que se iban a 
hacer transformaciones territoriales allá en el Yarí, eso fue en diálogo social, 
inmediatamente entró la Agencia Nacional de Tierras, el Ministerio de Educación, la 
Agencia de Desarrollo Rural, un conjunto de instituciones. La Agencia Nacional de 
Tierras por ejemplo hizo un levantamiento topográfico donde nunca había entrado el 
Estado; se identificaron 26.000 hectáreas dentro de la frontera agrícola que es 
susceptibles de regularizar o de titular y ya se entregaron las primeras 8.000 hectáreas. 
 
Frente a los recurso económicos, la plata la tiene la Agencia Nacional de Tierras; la 
Agencia de Desarrollo Rural fue a revisar el proceso porque eso de entregar tierras 
eso ya está mandado a recoger, entregar tierras y títulos y punto. La ley dice y las 
resoluciones resientes de este gobierno lo reafirman, que deben estar acompañadas 
de proyectos de desarrollo y en este caso sostenibles.  Se firmaron acuerdos, actas 
con los campesinos para preparación técnica, ubicación de maquinaria agrícola, se 
está en ese proceso y hay una relación directa de la Agencia con los campesinos para 
cumplir.  
 
Ahora hay otra serie de acuerdos, en los que se cumplen los compromisos en 
relación al respeto a las comunidades y al derecho internacional humanitario. Hemos 
planteado aparte de este mecanismo internacional mixto que hay las veedurías 
comunitarias que ha sido difícil su conformación, como mecanismo de manera no 
orgánica sino funcional.  Hay una vigilancia permanente extraordinaria, la gente 
protesta y están protestando muchísimo cuando hay atropellos y sobre todo este 
tema de las imposiciones autoritarias frente a organizaciones que no son afines o 
frente a temas económicos. Tiene que ser por el lado del empoderamiento popular 
para que controle y eso es válido también para evitar la corrupción. 
 
Eso de la corrupción es un problema complicadísimo, hay diferentes formas de 
corrupción, no solamente la corrupción de funcionarios inescrupulosos de mafias del 
sector privado que se apoderan mediante la contratación señalada a dedo sino que 
también hay una corrupción de gobernabilidades dictatoriales impuestas por actores 
armados que llegan a los municipios y frenan la contratación hasta que no les pasan 
cuota a los contratistas. Entonces, resulta que un contrato de obra para hacer una 
carretera, para hacer un acueducto para hacer un hospital, el actor armado dice "Aquí 
me tienen que dar un porcentaje." El contratista le paga al intermediario otro porcentaje 
y a la hora de la verdad la obra se realiza con el 30%. Entonces hay que identificar cada 
una de estas cosas y hacer una vigilancia comunitaria, ciudadana, no hay otra 
alternativa. 
 
Frente a la pregunta sobre las víctimas, sobre esto hay algo que tenemos que hacer. 
Hay una panorama de víctimas reconocidas y con derechos establecidos en estos 
territorios y hay una política de reparación con cumplimientos parciales, reparación 
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administrativa pero la reparación más importante de las víctimas en Colombia son las 
reformas estructurales. En Colombia no podemos decir que hay un poco de 
campesinos víctimas, todo el campesinado colombiano es víctima, todo la 
territorialidad de las violencias de las guerras, de las contrainsurgencias, de los 
paramilitares, de todo eso ha victimizado a todos los campesinos de Colombia. 
Entonces tiene que haber reformas estructurales, la forma de reparación tiene que 
incluir la reforma agraria, las reformas sociales. Eso creo que es parte de la reparación 
pero no debe descuidar la individualización también de las reparaciones y de las 
victimización y eso tiene que estar en la mesa. Nosotros no hemos abordado el tema 
de la reparación a las víctimas pero desde la mesa pero en la delegación sí hemos 
estado hablando de justicia restaurativa. La responsabilidad de la restauración de 
derechos a las víctimas no podemos decir de manera unilateral que corresponde a la 
actor armado, hay una responsabilidad de la sociedad y del Estado por las dinámicas 
de violencia en Colombia y por eso tiene que ser una concurrencia de 
responsabilidades para atender a las víctimas. La restauración es parte del esquema 
de justicia transicional que tiene que construirse. Estamos en eso pero hoy hay que 
decir que tiene que haber reparaciones colectivas, estructurales a la sociedad. Es 
vigencia de la democracia participativa del Estado social y de las reformas 
estructurales. La reparación no se hace a través de una mesa, la reparación se hace en 
el concurso de un acuerdo nacional de superación de esta época de violencias y de 
conflictividades armadas. 
 
Carlos Arturo Velandia 
 
Muy bien gracias Camilo por estas afinadas respuestas que creo que esclarecen. Una 
consulta así muy rápida al Registro Único de Víctimas nos reportan que a la fecha hay 
9.912.173 víctimas registradas al día de hoy ,que de esas son sujetos de atención 
7.728.000 y que no sujetas de atención son 2.183.000, es decir es una cosa 
impresionante el número de víctimas. Bien decía la senadora Clara López, el conflicto 
es una fábrica de hacer víctimas y hay que cerrar esa fábrica. 
 
Unas preguntas también que se han hecho Camilo que me gustaría que las miráramos, 
¿Cómo se articulan las tensiones que se producen entre maquetas, proyectos y 
aquellos grandes programas? ¿Va a haber tierras para el guerrillero que deje las armas 
si el guerrillero es de origen campesino y quiere tener un fundito quiere tener una 
finquita habrá una unidad agrícola familiar al menos para él y su familia? Quizás esto 
sea un poco pronto porque el proceso aún no ha llegado a plantearse este tipo de cosas 
pero esa es una pregunta que se ha hecho ¿Habrá tierras para los guerrilleros? 
 
Otra pregunta es ¿Cómo se balancean los territorios protegidos por razones 
ambientales con territorios de reserva campesina que han sido construidos y se vienen 
construyendo mediante acuerdos o mediante pactos sociales o mediante las luchas 
sociales, es decir estas tensiones entre esta definición de Estado de declarar una zona 
de reserva campesina o parques nacionales, algunos protegidos? ¿Queremos saber en 
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estos procesos cómo quedamos los campesinos y los indígenas? ¿Qué va a hacer de 
nosotros? ¿esto nos sirve o no nos sirve? Sobre todo porque lo plantean ligado a una 
situación que es muy compleja y es que los cese del fuego han estimulado la extorsión 
y el secuestro. Los ceses del fuego pararon la confrontación entre los grupos armados 
y el ejército nacional y la policía pero hay un volcamiento de actividad hostil hacia las 
comunidades porque los grupos de algo han de vivir y parece ser que ese algo tiene 
que ver con esto de la extorsión y el secuestro. 
 
Camilo González Posso 
 
El tema de tierras para los guerrilleros que dejen las armas es un planteamiento que 
hizo el presidente, yo recordaba su intervención en El Tambo cuando fue a presentar el 
plan de transformación en relación al tema de cultivos y de política antidrogas. La idea 
es que los que están ahora en milicias, en organizaciones, en estructuras armadas en 
estas conversaciones que estamos haciendo se incorporen en los territorios pero 
incluso sin armas y sin uniformes, que vayan conformando cooperativas, se vayan 
integrando en la territorialidad experiencias por ejemplo de asignación a familias del 
combatiente.  Lo que pasa es que eso tiene que ser con un diseño muy preciso pero lo 
hemos conversado como una posibilidad.  Ahí existen dudas en qué momento si es 
cuando ya se está en una fase de desenlace hacia una solución de los problemas 
fundamentales incluyendo una ruta para el asunto de las armas. Yo creo que se pueden 
hacer experiencias ahora, de manera inmediata de unas decenas o un centenar de 
familias de combatientes que con ellos mismos se vayan a sembrar a reforestar. Por 
ejemplo, hemos planteado la idea de hacer una gran actividad de recuperación 
ecológica con la participación de combatientes sin armas. Vamos a ver dentro de qué 
consideraciones con qué reglamentos y todo pero es una algo que no se puede 
descartar. Pero en perspectiva de mediano y de largo plazo la idea es no repetir la 
historia que tenemos nosotros ahora con la experiencia de reincorporación de las 
FARC que se fueron a Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (ETCR), 
y todavía 8 años después están esperando la promesa de la tierra. 
 
En ese esfuerzo estamos, identificando predios para los campesinos, en primer lugar 
para regularizar y ampliar resguardos y darle reconocimiento de derechos a los pueblos 
indígenas. La particularidad en estos territorios es que son campesinos, milicianos 
enguerrillados, que son familia, que transitan incluso sin armas por todos esos 
territorios; algunos son los nietos de la colonización de Marulanda, tienen los mismos 
nombres de comandantes de las FARC y son muchos de ellos familiares. Es decir, es 
un tejido muy particular.  
 
Ahora el asunto de los derechos de campesinos e indígenas en esta territorialidad, el 
objetivo es transformar el territorio con los campesinos y los indígenas y los 
productores, ese es el sujeto transformador en alianza con la institucionalidad con la 
aquiescencia de la mesa y por lo tanto también la contribución desde la mesa de las 
delegaciones tanto del actor armado como del gobierno. Pero el sujeto transformador 
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es el campesino y es el indígena y son los sujetos fundamentales de derechos en el 
territorio sino no tiene sentido. Reconocimiento de los derechos campesinos e 
indígenas desde ahora en medio de las conversaciones es la apuesta, esa es la base 
de la alianza social.  Si no hay una conciencia real por la paz de las poblaciones de sus 
territorios no va a haber transformación territorial ni va a haber pases.  
 
El asunto de las diferentes figuras de ordenamiento territorial y los derechos 
campesinos es un tema de los más importante que estamos trabajando en el 
Catatumbo, en Antioquia, en todas partes. En Antioquia tenemos el Nudo de Paramillo 
y bueno no hay mucha zona de reserva ni tampoco mucho resguardo indígena pero allí 
hay una problemática territorial de ordenamiento supremamente importante además 
con una deforestación.   
 
Acá en esta en esta parte de la Amazonía el elemento básico es un ordenamiento 
territorial y ambiental; hay conflicto entre pretensiones de derechos campesinos y 
pretensiones de conservación ambiental; hay conflictos de líneas políticas y teorías. 
Hay teorías que tienen un ambientalismo radical que viene de la preservación de la 
naturaleza casi sin gente, el objetivo es la naturaleza virgen, es una teoría extrema. O la 
otra teoría de que el desarrollo impone, agarre lo que pueda que la naturaleza fue 
hecha para su bienestar. Aquí se trata de hacer un ordenamiento, uno sabiendo que 
estas figuras, los parques, las zonas de reserva forestal, los distritos de manejo 
integrado, las áreas de la frontera agrícola, todo eso tiene que ser objeto de un 
ordenamiento y en eso estamos contribuyendo. 
 
Hemos aprobado un documento extraordinario que se aprobó en la Macarena en la 
Comisión Tripartita de Tierras y Ambiente donde se define el marco común en la mesa, 
la normatividad pertinente para conciliar derechos en el territorio y figuras de 
ordenamiento territorial. Es una maravilla de documento, que consagra disposiciones 
legales y una representación gubernamental y una representación irregular.  Las zonas 
de reserva campesina son las formas de conciliación y armonización entre derechos 
campesinos y protección ambiental, es una figura, lo mismo que los territorios 
campesinos agroalimentarios, para poner en práctica.  
 
¿Cómo se hace el balance entre áreas protegidas, derechos territoriales, zonas de 
reserva, y la articulación entre maquetas, proyectos y planes de transformación? 
Bueno ese es el tema, si hablamos de maquetas como las intervenciones en unas 
zonas prioritarias a través de las conversaciones en la mesa para definir proyectos 
sociales culturales de transformación,  son iniciativas que hay que articular con los 
Planes De Desarrollo Territorial y otras políticas y planes vigentes. 
 
Ese es nuestro reto, hemos planteado la elaboración de unos CONPES para el arco 
amazónico no solo para lo que se está tratando en la mesa sino que el Estado, el 
gobierno regule con perspectiva de largo plazo que integre esa intervención 
interinstitucional en territorio y hemos creado unas comisiones interinstitucionales, 
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una que está rigiendo para la parte del Caquetá y otra para el sur del Meta, que han 
servido de sombrilla para la concurrencia de la institucionalidad en el territorio. En  
cada reunión de estas que hacemos nosotros asisten mínimo 30 funcionarios del 
orden nacional donde se busca hacer seguimiento y ver cómo se articulan entre sí y 
con las entidades territoriales.  
 
Sobre el asunto de que los ceses al fuego estimulan la extorsión y el secuestro, las 
cifras nos indican que  donde ha habido cese unilateral o cese bilateral han disminuido 
los secuestros incluso están reducidos a un caso en 6 meses que se está investigando. 
La pregunta tiene la razón, en la medida en que hemos limitado y hacemos una gran 
presión para el no uso de rentas de narcotráfico entonces la financiación de estos 
grupos se ha ido hacia la extorsión; en la medida que no está pactado y es difícil pactar 
que no existan enfrentamientos entre grupos. En los pactos dice que existe el cese al 
fuego pero que ante situaciones de daños de ofensiva frente a ellos pueden 
defenderse. ¿Cómo se dice en un proceso que se desarmen y que se dejen matar? pues 
no, pero eso significa resultados perversos. Entonces, allí hay una situación muy 
problemática con esas situaciones y una situación además hay constreñimiento a las 
organizaciones que no son alineadas, que no son afines, contradicciones brutales, 
señalamientos de que son cómplices de la Segunda Marquetalia. Es una 
transformación ética cultural supremamente importante que no es fácil es de los 
temas más complicados en los que tenemos que insistir. 
 
Carlos Arturo Velandia 
 
Camilo dos preguntas finales. En el Catatumbo por cuenta de una acción 
expedicionaria del Ejército de Liberación Nacional en comienzo del mes de enero 
contra las influencias, las bases sociales y la presencia del Frente 33 que hace parte 
del Estado Mayor de Bloques y Frentes, organización con la que se está en una mesa y 
que está en un proceso de diálogo, por cuenta de esto se generó una situación 
tremendamente compleja de carácter humanitario, al mismo tiempo también de 
carácter militar y social muy difícil de solventar. Hoy por hoy esta situación y la actitud 
del Ejército de Liberación Nacional que pretende ser fuerza hegemónica en este 
territorio y hacer una especie como de limpieza de posibles opositores o competidores 
genera una suerte de perturbación hacia el proceso de paz en curso, al proceso de 
diálogo que ha distraído en buena parte la atención y ha puesto en riesgo la disposición 
de mantenerse en la mesa. ¿Para poder llegar hasta el final, porque deben resolver la 
situación apremiante de ser atacados y tener que defenderse, se ha previsto o se 
piensa de que podría desarrollarse alguna dinámica de que en el Catatumbo hubiese 
una suerte de separación de fuerzas?  ¿Se podría pensar de que si se envían 
determinados mensajes o iniciar un determinado tipo de diálogo con fines 
humanitarios y con el propósito de paz se pudiera lograr? 
 
Una segunda pregunta es, en Nariño recientemente hemos tenido la buena noticia de 
que una organización, Comuneros del Sur ha suscrito unos acuerdos y uno de esos 
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acuerdos es que en el territorio de su influencia ellos se vinculan y se comprometen a 
la erradicación de sembradillos de coca de un tamaño de 5.000 hectáreas. Esto se 
suma a otro acuerdo que se había hecho con otra organización que es la Coordinadora 
Guerrillera Ejército Bolivariano que se compromete también de igual manera en la 
sustitución y erradicación de 35.000 hectáreas de coca en Nariño y Putumayo. Quisiera 
preguntarle Camilo si ¿podríamos recibir una noticia por cuenta del proceso en el que 
estás?  
 
Camilo González Posso 
 
Con respecto al Catatumbo solamente quiero decir que hay declaraciones públicas de 
Gentil Duarte y del Frente 33 que reiteran su continuidad en la mesa de 
conversaciones, que reiteran y afirman de manera categórica su disposición para 
avanzar en las conversaciones y buscar acuerdos en el marco de este gobierno.  
 
Ahora sobre el tema de posibles iniciativas para la separación de fuerzas o cosas por 
el estilo hasta donde hemos llegado en la mesa,  hemos hecho declaraciones sobre 
la necesidad del cese completo de confrontaciones en estos grupos no solamente en 
Catatumbo. La situación en el Guaviare y en el Putumayo es sumamente crítica. Ya 
mencioné las cifras trágicas de muerte en estas regiones. Entonces se necesita 
aparte de la disposición y la libertad de acción de la fuerza pública, acciones muy 
fuertes pero acciones ciudadanas.  
 
Yo quiero destacar una cosa, hay dinámicas en el Catatumbo en ese sentido. Pero que 
ha sucedido en Guaviare frente a estos enfrentamientos y muertes de decenas y 
decenas de personas en los enfrentamientos entre el John Linares y el Frente Primero, 
se reunieron todas las organizaciones sociales más importantes y juntas de acción 
comunal de territorios incluidos por Iván Lozada y territorios incluidos por Calarcá y de 
manera autónoma estas organizaciones, muchas de ellas señaladas y estigmatizadas 
a veces por ser correas de transmisión de grupos armados, ellos ahí Coscopaz, 
Amazonía Verde, juntas de acción comunal, sacaron una declaración interesantísima 
donde dice no enfrentamiento de grupos, no reclutamiento, no vinculación de niños, 
niñas ni de adolescentes, no constreñimiento de las organizaciones, respeto a las 
instituciones para acción en el territorio; son 11 cláusulas, esa expresión de esos 
mínimos que han planteado también tiene una traducción en declaraciones que están 
haciendo organizaciones sociales en el Catatumbo.  
 
Una clave para todo el país es la clave de la indignación, de la de la rebeldía, de la gente 
en contra de las formas de continuidad de la guerra, de las normas y de las violencias, 
el movimiento social, esos sujetos sociales empoderados de nuevo en contra de las 
guerras, de todas las formas de constreñimiento de violencias y de dinámicas. En este 
sentido, la paz no va a ser una realidad cercana ni en el Catatumbo ni en el Guaviare ni 
en ninguna parte.  
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Entonces yo quiero plantearles para finalizar,  frente al tema de economías de la coca 
y la cadena de narcotráfico se ha avanzado en medidas concretas supremamente 
importantes en Nariño. Sobre eso estamos trabajando y hubo una declaración incluso 
ahora en la reunión de la Macarena con presencia de centenares de campesinos, 
donde señalan la declaración firmada por las dos delegaciones que estaban presentes 
en esa ocasión, en la cual se habla de proscripción del narcotráfico y de las alianzas y 
relaciones con mafias nacionales e internacionales. Son dos cosas distintas; una cosa 
es una política de sustitución de economías y de cultivos con un con un planteamiento 
territorial y otra cosa es la separación de las rentas de la cadena de narcotráfico. Hacia 
allá vamos, una postura clara de cero coca en parques y en zonas de reserva y una 
política a favor de programas efectivos de sustitución de economías para que no sea 
sobre la base de las economías ligadas al narcotráfico sino precisamente de 
transformaciones sociales y democráticas en el territorio. 
 
Carlos Arturo Velandia 
 
Camilo extraordinaria disertación la tuya muy satisfecho con las respuestas que has 
formulado a las preguntas que se han hecho en el chat del del curso. Muchas gracias 
en a nombre de todas las gentes que han estado conectadas que ya veíamos desde 
tantas y diversas latitudes de lo que es la Colombia y la Colombia profunda y de 
afuera de otros países. 
 
Quiero finalmente invitarlos al próximo panel el panel que versará en la mesa de 
diálogos de paz con la Coordinadora Nacional Ejército Bolivariano, aquella 
organización que viene de lo que antes se llamaba la Segunda Marquetalia y está en 
territorio de Nariño y Putumayo. 
 
  


